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1. INTRODUCCIÓN 

En los últimos años, el resguardo al medio ambiente se ha 
convertido en un tema de alto interés para los estados. Existe una 
tendencia de protección en respuesta a la exigencia de un mayor 
control y regulación de actividades que causan impacto ambien-
tal. Esto, a decir de JUNCEDA MORENO, se ha traducido en una 
constitucionalización de los principios ambientales.3 

El Ecuador no ha sido ajeno a este fenómeno. Ahora existe 
mayor control por parte del Estado y los ciudadanos han adqui-
rido conciencia ambiental, siendo así que ahora no es inusual la 
existencia de controversias ambientales, o de procesos de control 
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de la actividad privada por parte de las autoridades ambientales, 
sean municipales o estatales. 

En Ecuador, el arbitraje se ha convertido en una alternativa 
viable para la solución de controversias, sin embargo, la legisla-
ción ecuatoriana no prevé, expresamente, la posibilidad de some-
ter disputas ambientales a arbitraje. Por este hecho, en Ecuador 
no existen centros de arbitraje especializados en solución de dis-
putas ambientales. 

Contrario sensu, en países como Perú, España y Estados Uni-
dos se ha implementado, a través de legislación específica, arbi-
traje en disputas ambientales, generando métodos alternativos 
para solución de tales controversias de manera célere y altamente 
especializada. 

Por lo expuesto, a continuación realizaremos un análisis en 
el cual se expone brevemente: (i) el arbitraje ambiental en el de-
recho comparado, distinguiendo arbitraje por disputas de carác-
ter patrimonial derivadas de daño ambiental -contractual o 
extracontractual- de las disputas netamente ambientales; y, (ü) el 
arbitraje ambiental en la esfera internacional del derecho, con en-
foque en el arbitraje comercial derivado de incumplimiento de 
obligaciones ambientales contractuales, así como en disputas de 
inversión al amparo de tratados y convenios entre Estados. 

2. EL ARBITRAJE EN DISPUTAS AMBIENTALES 

El arbitraje ha sido definido como un método alternativo de 
solución de conflictos, en esencia contractual, en el cual las partes 
acuerdan someter la disputa a la decisión de un tercero4• En este 

4. BINOBAN Lisa B. y David CAMERON PRELl. "Arbitl'"ollion on Environmental Disputes that cross Nalional 
Boundaries". En: Encyc10pcdia o/Life SIlpport S)'.flenL\". EOLSSS, 2002, p. 3. 
El arbitrnje es un método consensual, cuasi-judicial de resolver un conflicto. Es una forma alternativa 
de solución de controversias. usualmente utilizada cuando las negociaciones voluntarias y la mediación 
han fallado. En el arbitrnje las panes acuerdan sobre un juez o jueces privados, a quienes facultan raro 
resolver los asuntcs legales, de hecho o ambos. 
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sentido GIL ECHEVERRI señala que el arbitraje es un "procedimiento 
jurisdiccional sui generis mediante el cual ( .. .) se defiere la solución de 
conflictos privados transigibles, a 11/1 cuerpo igualmente colegiado inte-
grado por árbitros, los que transitoriamente quedan investidos de juris-
dicción "5. A su vez, TRELLES CASTILLO ha definido al arbitraje en 
los siguientes términos: 

"Por el ar/Jitraje el Estado otorga a los particulares la potestad de re-
solver controversias respecto a materias de li/Jre disposición, siendo 
ejecuta/Jle la decisión final siempre que dentro del proceso se obser-
ven los principios de igualdad, audiencia y contradicción o, en tér-
minos del derecho procesal constitucional, salvaguardando el de/Jido 
proceso"·. 

Con los antecedentes expuestos, es necesario centrarse en el 
arbitraje ambiental. Este nace por la necesidad de un medio de 
solución de conflictos más rápido, eficiente y especializado para 
tratar las disputas ambientales, que por su naturaleza son sensi-
bles, tanto para el afectado como para el infractor. En este sentido 
MCCUTCHEON ha sostenido que el arbitraje, para disputas ambien-
tales, se ha convertido en el método preferido, ya que provee so-
luciones rápidas, eficientes y apropiadas a disputas complicadas 
dentro de un tiempo razonable7• 

En disputas referentes a contaminación o perturbaciones am-
bientales, la parte afectada se enfrenta a un sistema de justicia co-
pado de casos y a jueces que no tienen ninguna experticia en 
materia ambiental; lo cual desincentiva las denuncias y acciones 
ambientales. El profesor ]UNCEDA MORENO explica ilustrativa-
mente este problema: 

"Arbitration is a consensual, qUllsi·judicial means o( resolving eonflict. It is a (orm of nltemative 
dispute rcsolution (Of ADR) ofien used aficr voluntary ncgotiation nnd mcdiation have flliled lo resolve 
Ihe conníct. In arbilrntion lhe par1ies to n conníet mutually tlkrrce upon n privl1tejudge or judges whom 
they cmpower lo decide disputed issues oflnw, faet, or both", 

S. SAlCEOO VEROUGA. Ernesto Citando n Jorge Hemán Gil ECIIEVERRI, El arhilraje: Jajusticia alterna· 
I;\'a, Guayaquil: Distrilib. Segunda edición, 2007, p. 29. 

6. TRELLES CASTILLO, José Antonio. "Arbitraje y Medio Ambiente: Una Relación que Contamina", En' 
hup:/lblog.pucp.cdu pe, 2009. 

7. McCmCIlI:ON. David, "Arbitration ofEnvironmcntal Disputes". FMC Law, 2012, p. J. 
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"El uso de las herramientas legales disponibles por quienes delll/ll-
cian la lesión ambiental por ésta o aquel/a actividad industrial ell 
cualql/ier Estado, sue/e arrojar un saldo que no cuesta calificar como 
decepcionante. Salvo notables excepciones, ql/ielles animosamente 
se aproximan a los mecanismos jurisdiccionales ordinarios en aras 
de la defensa ambiental, bie1l prollto descl/bren el dese1lca1lto enmas-
carado en la pétrea resiste1lcia de la actuación administrativa, orige1l 
habitual del problema" 8 

Estas trabas impuestas por la justicia ordinaria han generado 
un creciente apoyo en jurisdicciones, tanto nacionales como in-
ternacionales, al arbitraje ambiental. MCCUTCHEON en su artículo 
"Arbitration of Environmental Disputes" desarrolla las diferentes 
ventajas del arbitraje ambiental frente a las cortes, iniciando por 
la especialización. 

Es así que al contar con un árbitro o tribunal con conoci-
miento en derecho ambiental ayuda en primer lugar, a una eva-
luación correcta de la evidencia presentada por las partes, ya que 
en su mayoría se trata de informes técnicos complejos; en se-
gundo lugar, contribuye a una cuantificación correcta de los 
daños y la correspondiente indemnización. Finalmente, un árbi-
tro o tribunal con experticia en estos temas, puede evaluar fácil-
mente los estándares aplicables en reclamos ambientales.9 

Otra ventaja expuesta por el antes mencionado autor, es la 
confidencialidad del arbitraje. Esta confidencialidad, como ex-
plica MCCUTCHEON, no afecta el derecho a la defensa de las partes, 
ya que éstas siguen obligadas a observar los principios procesales 
como lealtad procesal, transparencia e inmediación. Sin embargo, 
esta confidencialidad beneficia a las partes, sobre todo en casos 
de alto perfil, para evitar el escrutinio público y la interferencia 
de factores externos. Además, se evita el descrédito de las partes 
involucradas en el proceso y de sus expertos o asesores. 10 

8. JUNCEDA MORENO. Javier. "Arbitraje, Actividadcs Extrnctivas y Nonnativa Internacional Ambiental : 
el Caso del Amazonas". Universidad Internacional de Cataluña, p. 2. 

9. McCUTCIlEON, David, .. ArbitrntlOn of Environmental Disputcs". FMC Law, 2012, p, l . 
10. MCCUTCIIEON, David. "Arbitration ofEnvironmcntal Disputes". FMC Law, 2012, pp. 1 Y 2, 
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A pesar de las ventajas expuestas por el antes mencionado 
autor, él al igual que otros autores reconocen que la mayoría de 
jurisdicciones han preferido someter las disputas ambientales a 
las cortes locales, particularmente cuando se requiere la adopción 
de medidas cautelares que impliquen el cese inmediato de los 
actos nocivos para el ambiente. 

"Sin embargo, existen instancias en las cllales son preferibles los 
procedimientos ante cortes locales, como en el caso donde una orden 
judicial es necesaria para detener UlI derrame contaminante, o en los 
casos en qlle las partes desean establecer un precedente legal vincu-
lantes en elllltllro"l1. 

En síntesis la doctrina ha establecido al arbitraje ambiental 
como un método efectivo para resolver disputas en esta materia 
en los siguientes términos: 

"El arbitraje ambiental debería tener como fi,wlidad resolver las 
controversias, respecto a la protección del derecho de la propiedad 
privada de eventuales daños causados por contaminación o pertur-
baciones ambientales provocados por terceros, es jllsto en este úl-
timo donde eventualmente el procedimiento arbitral tendría 
posibilidades de desarrollarse, agregamos que podría tener un mayor 
desarrollo si el arbitraje se aplica en conflictos sobre reCltrsos natll-
rales y como forma de terminar /In conflicto ambielltal".12 

Como se desprende de esta definición, la mayoría de la doc-
trina y la legislación comparada han limitado la arbitrabilidad de 
disputas ambientales a aquellas que afectan los derechos patri-
moniales, dejando afuera del scope de tales procesos los daños am-
bientales que afectan derechos difusos al medio ambiente, más 
no al patrimonio de un particular. Este punto será tratado con 
mayor profundidad en las siguientes secciones. 

11, McCUTCIIEON, David. "Arbitnuion ofEnvironmental Disputcs", FMC Law, 2012. p. 2: "l1)cTe are slill 
instances howevcr where a eoun procccding may be preferahlc, such us cases where an immediate in· 
junction is rcquired lo stop a spill of conlamination. or where Ihe parties wish lo eSlablish a legal pre· 
cedenl Ihal would be binding in Ihe cvcnl offuturc similar factual situations" 

12. VIDAL RAMOS. Rogcr. "Arbitrnje Ambiental en Perú", Linm: Ralio Juris. p. 3. 
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2.1 El arbitraje ambiental en la esfera del Derecho local 

Existen diferentes legislaciones que han regulado el arbitraje 
ambiental en la esfera local. Entre estas podemos citar como ejem-
plos a la legislación peruana y estadounidense. Sin embargo, la 
mayoría de ellas han previsto arbitraje ambiental para daños pa-
trimoniales causados por contaminación. Esta limitación ha pro-
ducido ciertas críticas, ya que existe una distinción entre daños 
ambientales y daños patrimoniales. Esta distinción ha sido reco-
nocida a nivel mundial por la doctrina más autorizada en derecho 
ambiental e incluso por las cortes locales de Ecuadorl3• 

Esta crítica ha llevado a inferir que las legislaciones antes de-
talladas, que limitan el arbitraje ambiental a disputas sobre daños 
patrimoniales, no están regulando el daño ambiental per se, ya 
que este tipo de daños de cualquier manera sería arbitrables por 
tratarse de daño civil extra contractual; por lo tanto, no existe una 
innovación en estas legislaciones frente a otras, como la ecuato-
riana, que no han regulado el arbitraje ambiental. 

En este sentido el autor peruano TRELLES expresa su parecer 
respecto a la insuficiencia en la legislación peruana sobre el arbi-
traje ambiental en los siguientes términos: 

"Pensamos qlle ell realidad no existe arbitralidad en materias rela-
tivas al medio ambiente, así como tampoco relativas a delitos o faltas, 
sino respecto al resarcimiento por responsabilidad civil (extracon-
tractllal) derivado de los daños o perjllicios ocasionados a una per-
sona o grupo de persa/las determinado y, que escapan del ámbito 
ambiental o penal y se incorporan al civil, patrimonial y disponible. 
Por tanto, dichas controversias pueden resolverse mediante Arbi-
traje, 110 por su inclusión en la Ley General del Ambiente, ni por Sll 
precisión en la Ley General de Arbitraje, sino en virtud de Sll natu-
raleza patrimonial y de libre disposición. "14 

13. Véase el follo de la Corte Superior de Nucvoloja, Julio 29 de 2009, en el caso presentado en contra 
de OCP por daños en las propiedades de los señores José Maria Amaguny, Wilson Morel3 Annijo y 
Ángel Ordóñez, por la construcción del oleoducto. En este fallo lo Corte hizo una cJarn distinción entre 
el daño nmbiental como la afectación de un derecho difuso y el daño civil o la propiednd. 

14. TREllES CASTILLO, José Antonio. "Arbitraje y Medio Ambiente: Uno Relación que Contamina". En: 
http://blog.pucp.cdu.pcf,2009. 
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Esta breve descripción es el principal problema que han en-
frentado las legislaciones para reglamentar el arbitraje ambiental 
y requiere un análisis mayor sobre corno ha sido concebido este 
terna en las diferentes legislaciones y corno se ha regulado en 
nuestro país. 

Corno se ha expuesto en el presente artículo, las legislacio-
nes de otros países han establecido normas específicas y han re-
glamentado el arbitraje ambiental, si bien corno señala TRELLES 
CASTILLO, no siempre esta normativización ha sido apropiada; se 
debe reconocer el esfuerzo y el adelanto que significa la preocu-
pación de estos países por someter disputas ambientales a arbi-
traje. A continuación analizaremos el arbitraje ambiental en la 
legislación peruana, estadounidense, española y ecuatoriana. 

2.1.1 El arbitraje ambiental en Pení 

El desarrollo del arbitraje ambiental en Perú se explica por el 
crecimiento en las disputas ambientales sobre todo en actividades 
extractivas corno le explica VIDAL RAMOS: 

"Ante el notable auge del arbitraje en el Perú, es fundamental resal-
tar la posibilidad de acudir a un arbitraje en materia ambiental, la 
Ley General del Ambiente (en adelante LGA) incorpora al arbitraje 
como mecanismos de solución de controversias, qué duda cabe que 
ante el boom de las inversiol¡es y explotación en rewrsos naturales 
de diversas Actividades Extractivas (Minería, Hidrocarburos y Fo-
restal), la instih,cióI¡ del Arbitraje Ambiental debería de tomar 
mayor importancia en la solución de conflictos ambientales" .15 

La actual Ley General de Arbitraje del Perú (Ley No. 026572), 
establece la posibilidad de someter las disputas ambientales a ar-
bitraje, esta norma prescribe: 

Artículo 10.- Disposición general.- Pueden someterse a arbitraje las 
controversias determinadas o determinables sobre las cuales las par-

15. VIDAL RAMOS, Rager. "Arbitraje Ambiental en Perú". Lima: Ratio Juris, p. 3. 
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tes tienen faCIlitad de libre disposición. así COI/lO aquellas relativas a 
materia ambiental. pudimdo extinguirse respecto de ellas el proceso 
judicial existente o evitando el que podría promoverse; excepto: 
1. Las que versan sobre el estado o la capacidad civil de las persol/as, 
ni las relativas a bienes o derechos de incapaces sin la previa mllori-
zación judicial. 
2. Aquellas sobre las que IIn recardo resolución judicial firme, salvo 
la consecuencias patrimoniales que surjan de su ejecución, en CIIanto 
cOllciernan exclusivamente a las partes del proceso. 
3. Las que illteresan al orden Plíblico o que versan sobre delitos o fal-
tas. Sill embargo, si podrá arbitrarse sobre la CIlantía de la respon-
sabilidad civil, ell cuanto ella 110 Ilubiera sido fijada por resolución 
judicial firme. 
4. Las directamente cOllcernielltes a las atribuciolles o fUllciones de 
imperio del Estado, o de persollas o entidades de deree/ro plíblicol6• 

Incluso, la Ley de Arbitraje faculta al Estado peruano y a sus 
dependencias someter a arbitraje las disputas con compañías lo-
cales e internacionales domiciliadas en territorio peruano: 

"Artículo 20.- Arbitraje del Estado.- Puedell ser sometidas a arbi-
traje lIaciollal, sin necesidad de autorización previa, las controversias 
derivadas de los cOlltratos que el Estado Peruallo y las persollas de 
derecho plÍblico celebren con nacionales o extranjeros domiciliados, 
así como las que se refierm a sus bienes. Para los efectos de este Ar-
tíClllo, el Estado comprende el Gobierno Central, los Gobiernos Re-
gionales y Locales y sus respectivas dependencias. Las empresas 
estatales de derecho privado o de economía mixta pueden acordar Ii-
bremellte y sin requisito de previa autorización que las controversias 
derivadas de los contratos que celebren con nacionales o extranjeros 
domiciliados o quc se refieran a sus bicnes, sean sometidos a arbitraje 
'/acional. "17 

A diferencia de los establecido en la legislación ecuatoriana, 
en el sistema peruano no se requiere una autorización previa, ni 
existe un límite para someter las disputas a arbitrajes internacio-
nales'8• 

16. El subraYlltlo no es pane dcllexlo original. 
17. ley Genero) de Arbilroje Peruana. 
18. Ver: ley tic Arbilroje y Mediación Ecuador. Anículo 4. 
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2.1.2 El arbitraje ambiental en Espa/ia 

Otro país que ha incorporado en su legislación arbitraje am-
biental es España. El autor VIDAL RAMOS explica que en este país 
se ha venido utilizando el arbitraje ambiental administrativo para 
solucionar controversias y culminar procedimientos administra-
tivoSl9• Sin embargo, los autores critican a la legislación española 
por establecer muchos límites al arbitraje ambiental, por ejemplo 
la limitación de la actuación de los ciudadanos: 

Uf ... } dichas soluciones q/leden IJabitualmente a disposición de las 
propias administraciones y no dejen tampoco en manos de los ciu-
dadmlOS el derecho subjetivo a impetrar dicho desenlace arbitral,,20. 

Si bien en España se prevé el arbitraje ambiental administra-
tivo, que es un paso importante en la solución de conflictos entre 
privados y estado, la limitación a la actuación de los ciudadanos 
no es la única barrera que enfrenta este sistema. Corno expone 
JUNCEDA MORENO, el sistema español carece de un desarrollo nor-
mativo y jurisprudencial suficiente para permitir la aplicación del 
arbitraje ambiental administrativo: 

UEn algunos otros ordenamientos internos, en cambio, la ClIcstión 
que aquí abordamos precisa alÍn del necesario desarrollo, tanto nor-
mativo como jurisprudencial y dogmático. Sin perjuicio de las alu-
siones genéricas a la actividad arbitral de las Administraciones en 
la legislación gel/eral y sectorial, el/ la partiClllar ClIestiÓI/ del arbi-
traje ambiental apenas se ClIenta COI/ il/strumel/tos normativos (en 
Espmla, tan sólo CO'1 /lna Ley regiol/al, la de Protección general del 
Medio Ambiente del País Vasco 3/1998, de 27 de febrero, en cuyo 
articulado dispone que los procedimientos derivados de SIl aplicació'l 
podrán conc/uir mediante aCllerdo mtre el solicitante y la Admil/is-
traciól/ competente y terceros afectados)"21. 

Este autor resume la normativa española, aplicable al arbi-
traje ambiental, corno limitada y particular, lo cual genera un 
19. VIDAL RAMOS, Roger. "Arbitraje Ambiental en rcrú". lima: R.IItio Juris, p. 2. 
20. VIDAL RAMOS, Roger. "Arhitrnjc Ambiental en Pero". Lima: Ratio Juris, p. 2. 
21 . JUNCEDA MORENO, Javier. "Arbitruje, Actividades Extrnctivas y Nonnativa Internacional Ambiental: 

el Caso del Amazonas". Universidad Internacional de Cataluña. p. 3. 
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cierto relego del arbitraje frente a los procedimientos administra-
tivos de impugnación. 

"EII el sistema jurídico español, la vigente Ley de Régil1l/!/l Jurí-
dico de las Admillistraciolles PlÍblicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo ComlÍlI, pennite el sometimiento a arbitraje de los 
sujetos públicos territoriales en tém.illos tan sui generis como 
limitados: cualldo .1110 Ley específica y sectorial así lo justífique, y 
siempre que die/lO evelltual arbitraje se sustallcie "allte órgallos co-
legiados o comisiolles específicas no sometidas a instrucciones jerár-
quicas", y ell cualquier caso, COII respeto a los prillcipios, garalltías 
y plazos que esta Ley de procedimiento general recolloce a los ciuda-
dallos y a los illteresados ell todo expediente administrativo. EII su 
cOllseC/lellcia, el marco del arbitraje de deree/1O príb/ico quedará li-
mitado a su jrlllciólI sustitutiva de los métodos de impugllaciólI co-
nocidos, de los recursos admillistrativos, y a poco más, siempre que, 
eso sí, una Ley así lo prevea."n (las negrillas me corresponden). 

En conclusión, la doctrina ha visto al sistema español como 
insuficiente para solucionar disputas ambientales y se ha evi-
denciado la necesidad de un mayor desarrollo normativo y ju-
risprudencial, para que sea un verdadero método eficiente de 
resolución de controversias y de garantía del respeto del dere-
cho ambiental. 

2.1.3 El arbitraje ambiental en Estados Ullidos 

Estados Unidos ha sido considerado como un ejemplo de 
desarrollo normativo y jurisprudencial en el desarrollo del arbi-
traje ambiental administrativo. Desde el año 1996 con la promul-
gación del Administrative Dispute Resolution Act, se implementó 
un sistema para solución de controversias verdaderamente am-
bientales, como contaminación, conservación de recursos y pro-
tección atmosférica; el cual se maneja a través de la suscripción 
de un convenio arbitral entre las partes afectadas con el patrocinio 
de una agencia estatal. 

22. JUNCEDA MORENO, Javier. "Arbitraje, Actividades Extructivas y Normativa Internacional Ambiental: 
el Caso del Amazonas". Universidad Internacional de Cataluña, pp. 3 y 4. 
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UEn derecho comparado, Estados Unidos cumta desde Imce mios con 
un imaginativo sistema de resolución alternativa de conflictos, en 
sede administrativaambiental-Administrative Dispute Resolution 
Act (ADR) en su versión de 1996-, técnica que prevé expresamente 
medidas alternativas alas jurisdiccionales para la resolución de con-
flictos, entre ellas, el arbitraje administrativo ambiental, usualmente 
utiliZildo por su agencia de protecciónambientl1l en materia de con-
servación y recuperación de recursos, de protección atmosférica, o 
de contaminación de aguas, operando a partir de la suscripción por 
las partes afectadas (grupos o colectivos ambientales y operadores 
económicos), de un contrato de compromiso con sometimiento ex-
preso a la fórmula arbitral un. 

El desarrollo normativo y jurisprudencia!, en materia de ar-
bitraje ambiental, que tiene la jurisdicción norteamericana ha per-
mitido soluciones oportunas a problemas de carácter técnico. 

u Así pues, ejemplos como e/norteamericano bien podría extenderse 
a los demás Estados, posibilitando respuestas tempranas aas/llltos 
cada vez más presentes en nuestras sociedades. No pueden nuestras 
gentes ni nuestras Administraciones seguir confiando en exceso en 
las il,stituciones jurisdiccionales actuales, y máxime en graves dile-
mas como los socio ambientales, tan necesitados de soluciones téc-
nicas precisas aunque consensuadas u24• 

2.1.4 El arbitraje ambiental el! ECllador 

Respecto de la protección del medio ambiente, la Constitu-
ción Poütica de la República de Ecuador del año 1998 consagró 
el derecho de todos los ciudadanos a vivir en un medio ambiente 
sano y declaró de interés público a la preservación del medio am-
biente, la prevención de la contaminación, la recuperación de los 
espacios naturales degradados y el desarrollo sustentable25• 

23. JUNCEDA MORENO, Javier. "Arbitraje, Actividades Extrnctivns y Nonnativa Internacional Ambiental: 
el Caso del Amazonns". Universidad Internacional de Cataluña. p. 3. 

24. JUNCEO¡\ MORENO, Javier. "Arbitraje. Actividades Extraetivas y Nonnativa Internacional Ambient.al : 
el Caso del Amazonas". Universidad Internacional de Cataluña, p. 3. 

25. Con!ititucióo Politica 1998: 
Art. 86.· El Estado protegerá el derecho de la poblaci6n 11 vivir en un medio ambiente sano y ecol6gi· 
camente equilibrado, que garantice un desarrollo sustentable. Velará para que este derecho no sea afee. 
tado y garantizará la preservación de la naturaleza. 

REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAJE 249 



Arbitraje en displllns amilÍelllall's: Análisis comparado 

Posteriormente, la Ley de Gestión Ambiental introdujo varios 
cambios importantes en la legislación ambiental ecuatoriana. Uno 
de los más importantes fue conceder acción pública para denun-
ciar violaciones de normas medio ambientales; otorgando legiti-
mación pasiva a cualquier persona natural o jurídica para iniciar 
una acción en materia ambientaJ26. Adicionalmente, se fijó com-
petencia en el Presidente de la entonces Corte Superior27, ahora 
Corte Provincial, para conocer las disputas ambientales. 

En esta misma línea, la Constitución 2008, en vigencia, am-
plía aún más la protección al medio ambiente, invirtiendo la carga 
de la prueba en disputas sobre daños ambientales al demandado, 
haciendo imprescriptibles las acciones para perseguir el daño am-
biental; y positivizando los principios de prevención y precau-
ción. El artículo pertinente prescribe: 

"Art. 396.- El Estado adoptará las políticas y medidas oportullas 
que evitell los impactos ambielltales Ilegativos, cualldo exista certi-
dumbre de dmio. En caso de duda sobre el impacto ambiental de al-
glllla acciólI u omisión, aunque no exista evidencia científica del 
dmio, el Estado adoptará medidas protectoras eficaces y oportunas. 
La respollsabilidad por dmios ambiwtales es objetiva. Todo dmio al 
ambiente, además de las sallciones correspondiwtcs, implicará tmn-

Se declaran de interés publico y se regularán eonfonne a la ley: 
1. la preserv3Ción del medio ambiente. In conservación de los ecosistemas. la biodiversidad y la 

integrid:uJ del patrimonio genclico del p.1is. 
2. la prevención de la contaminación ambiental, la m:uperaci6n de Jos espacios naturales deg"'-

dados. el manejo sustentable de los recursos naturales y los requisitos que para eslos fines debcrnn 
cumplir las actividades publicas y privadas. 

3. El establecimiento de un sistema nacional de orcas naturales protegidas, que garantice la conser-
v.ación oc Jo biodiversidOO y el mantenimiento de los servicios crológicos, de confonnid:1d con 
los convenios y tratados internacionales. 

26. ley de Gestión Ambiental : 
Art. 41.- Con el fin de proteger los derechos ambientales individuales o colectivos. concédese acción 
publica Jl las personas naturales. juridicas o grupo humano para denunciar la violación de las nonnas 
de medio nmbiente, sin pcQuido de In acción de amparo constitUCional previslo cn la Constitución Po-
lítica de la Repüblica. 

27. An. 42.- Toda persona natuml,jurídica o grupo humano podrá seroida en los procesos penales, civiles 
o administrativos, que se iniCien por infracciones de carácter ambiental, aunque no hayan sido vulne-
rados sus propios derechos. 
El Presidente de la Corte Superior de/lugar en que se proouzca 1:1, nfcctación ambiental, será cJ com· 
pelente para conocer las acciones que se propong:ln a (:onsccuencia de la misma. Si la afectación com-
prende vurias jurisdicciones, la compctencia corresponderá a cualquiera de los presidentes de las cortes 
superiores de esas jurisdicciones_ 
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bién la obligación de restaurar integralmente los ecosistemas e in-
demnizar a las personas y comunidades afectadas. 
Cada uno de los actores de los procesos de producción, distribución, 
comercialización y uso de bienes o servicios asumirá la responsabi-
lidad directa de prevenir walquier impacto ambiental, dc mitigar y 
reparar los da/ios que ha causado, y de mantener un sistema de con-
trol ambiental permanente. 
Lns acciolles legales para perseguir y sancionar por da/ios ambien-
tales serán imprescriptibles". 

Por otro lado, la Constitución 2008 reconoce, de manera ex-
presa, a la institución arbitral corno uno de los métodos alterna-
tivos de solución de controversias. En este sentido, el artículo 190 
de la Constitución señala: 

"Art. 190.- Se reconoce el arbitraje, la mediación y otros procedi-
mientos alternativos para la solución de conflictos. Estos procedi-
mientos se aplicarán con sujeción a la ley, ell materias en las que por 
su naturaleza sc pueda transigir. 
EIl la cOlltratacióll plÍblica procedcrá el arbitraje Cll derecho, previo 
prollll/lcia/nicllto favorable de la Procuraduría General del Estado, 
conforme a las condiciones establecidas en la ley".7B 

A pesar del reconocimiento del arbitraje, la nueva Constitu-
ción ha limitado el sometimiento a arbitraje ante tribunales inter-
nacionales, el artículo 422 establece: 

"Art. 422.- No se podrá celebrar tratados o instrumentos interna-
cionales en los qlle el Estado ewatoriano ceda jllrisdiccióll soberana 
a illstancias de arbitraje illternacional, en controversias contractua-
les o de índole comercial, entre el Estado y personas natllrales o jll-
rídicas privadas. 
Se exceptlÍan los tratados e instrumentos internacionales que esta-
blezcanla solución de controvcrsias entre Estados y ciudadanos en 
Lntinoamérica por insta/lcias arbitrales regionales o por órganos ju-
risdiccionales de designación de los paíscs signatarios. No podrán 

28. Vale mencionar que cI pronunciamiento fnvomble del Procurndor Genernl del Estado, en materia de 
contrntación püblica, es ahorn un requisito previo. La Constitución anterior (1998) y la Ley de Arbitrnje 
y Mediación (1997) disponlan que cI dictamen del procurador debía pcdil'5C "Si la cláusula arbltml se 
celebrnrn una vez surgida la controversia". 
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illteroellir jueces de los Estados que como tales o sus lIaciollales seall 
parte de la controversia. 
EII el caso de controversias relaciolladas cOII/a deuda externa, el Es-
tado eCl/atoriallo promoverá soluciones arbitrales ell funciólI del ori-
gen de /a deuda y COII sujeción a los prillcipios de trallsparellcia, 
equidad y justicia illternaciollal". 

Sin perjuicio de lo anterior, la Ley de Arbitraje y Mediación 
(en adelante LAM) en su primer artículo define al sistema arbitral 
como "I/n mecanismo alternativo de soll/ción de conflictos al cl/allas 
partes pl/eden someter de ml/tl/O acuerdo, las controversias susceptibles 
de transacciólI, existentes o jl/tl/ras para ql/e sean resl/eltas por 105 tri-
bllllales de arbitraje administrado o por árbitros indepelldientes que se 
conformaren para conocer dichas controversias." 

Adicionalmente, establece la capacidad para someterse a ar-
bitraje en los siguientes términos y con los respectivos requisitos: 

Art. 4.- Podrán someterse al arbitraje regulado en esta Ley las per-
sOllas natl/rales o jurídicas que tengall capacidad para transigir, 
Cl/mplielldo con los requisitos que establece la misma. 
Para que las diferelltes entidades que conforman el sector público 
puedall someterse al arbitraje, además de cumplir cOlllos requisitos 
que establece esta Let}, telldrá,¡ que cumplir los siguielltes requisitos 
adiciolla/es: 
a) Pactar 1m cOllvenio arbitral, COII allterioridad al surgimiellto de 

/a cOlltroversia; ell caso de que se quisiera finnar el cOllvellio ulla 
vez surgida la cOlltroversia, deberá cOllsultarse al Procurador 
Gelleral del Estado, dictamell que será de obligatorio cumpli-
miellto; 

b) La re/aciólI jurídica a la cl/a/ se refiere el cOllvellio deberá ser de 
carácter cOlltractual; 

c) EII el cOllvenio arbitral deberá ille/uirse la fonlla de selecciólI de 
los árbitros; y, 

d) E/ cOllvellio arbitral, por medio del cllalla illstitución del sector 
público renullcia a la jurisdicciólI ordil1aria, deberá ser firmado 
por la persolla autorizada para cOlltratar a lIombre de dicha ills-
tituciólI. 

El incumplimiellto de los requisitos se/lalados acarreará la lIulidad 
del cOllvwio arbitral. 
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De las normas citadas se puede inferir que las disputas arbi-
trables son aquellas de carácter "transigible"29. En este sentido, el 
Código Civil establece: 

"Art. 2354.- No vale la transacción sobre derechos ajenos o sobre 
derechos que no existen". 

Siguiendo con está línea vale citar a TRELLES CASTILLO, quien 
al referirse a la arbitrabilidad del daño ambiental dice: 

"Ella ha sido definida en la doctrina y en el derecho comparado 
como vinculada a la disponibilidad de las partes y a su derecho a transi-
gir, ya sean éstas particulares o, el propio Estado a través de sus distintas 
entidades e instituciones. Tal disponibilidad se relaciona con los intereses 
esencialmente patrimoniales vinculados procesalmente a la materia sub 
litis, excluyente de efecto o alcance hacia los terceros desvinculados de 
la relación jurídica-procesal y en sí de la materia controvertida"30.31 

Entonces, el problema radica en que los conflictos propia-
mente ambientales el sujeto pasivo afectado no es determinado, 
se trata de un derecho difuso. El autor VIDAL RAMOS explica este 
punto con mayor detalle: 

"El origen de este percance se debe a que en materia ambiental no 
existe un colectivo determinado e incluso determinable que posibilite su 
válida actuación como parte en un proceso arbitral, pues la legitimación 
procesal involucra el carácter positivo de participación y negativo de ex-
clusión de los terceros ajenos a la controversia y cuyos derechos supues-
tamente se encuentran desvinculados".32 
29. LAM: Art. 1.- El sistema arbitral es un mecanismo alternativo de solución de conflictos al cual las 

partes pueden someter de mutuo acuerdo, las controversias suscentibles de transacción, ex.istentes o 
futuras para que sean resueltas por los tribunales de arbitraje administrado o por árbitros independientes 
que se conformaren para conocer dichas controversias. 

30. TRELLES CASTILLO, José Antonio. "Arbitraje y Medio Ambiente: Una Relación que Contamina". En: 
http://blog.pucp.edu.pe/, 2009. 

31. En Colombia la Ley 23 de 1991 (articulo 85) en concordancia con los articulo 65 de la Ley 446 de 
1998 y 19 de la Ley 640 de 200 1, disponen en terminas generales que son asuntos conciliables todos 
aquellos susceptibles de transacción, desistimiento y aquellos que ex.presamente delermine la Ley. Por 
su parte, la Ley Marco Ambiental, Ley 99 de 1993, establece en su articulo 107, parrafo 2, que "Las 
normas ambientales son de orden público y no podrán ser objeto de transacción o de renuncin a su 
aplicación por las autoridades o por los particulares", 

32. VIDAL RAMOS, Roger. "Arbitraje Ambiental en Perú". Lima: Ratio Juris, p. 5. 
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Entonces, si bien existe un consenso en referencia a la posi-
bilidad de someter disputas ambientales patrimoniales y contrac-
tuales a arbitraje, se requiere de un desarrollo normativo o 
jurisprudencial sobre la legitimación pasiva para someter dispu-
tas ambientales al conocimiento de tribunales arbitrales. 

Lo anterior se vincula con las disputas ambientales contrac-
tuales. Si bien es conocido que el daño ambiental tiene naturaleza 
extracontractual, es usual incluir cláusulas relativas a responsa-
bilidad ambiental en contratos para la ejecución de ciertas activi-
dades extractivas o industriales de riesgo. Dichas cláusulas suelen 
incluir la obligación de observar la normativa ambiental ecuato-
riana, realizar auditorías ambientales, entre otras. 

Tales contratos, a su vez, contienen cláusulas arbitrales para 
la solución de controversias derivadas de su ejecución o incum-
plimiento, sometidas al conocimiento de tribunales arbitrales in-
ternacionales o locales. Sobre esto, El autor VIDAL RAMOS citando 
a BLANCO URIBE dice: 

"f .. .] al tratar el tema de la responsabilidad civil cOlltractual en ma-
teria ambiental, que sería la proveniente del incumplimiento de un 
contrato, en el Cllal, de tener pactada la clausula de arbitramiento, 
el conflicto estaría siendo resuelto por el tribunal que se designe para 
estos efectos".33 

El arbitraje en terna de responsabilidad civil contractual en 
materia ambiental es más común en el ámbito internacional y será 
revisado en la siguiente sección. 

2.2 El arbitraje ambiental en el Derecho Internacional 

La protección al medio ambiente, en el derecho internacional, 
se encuentra disperso en distintas normas, incluyendo jurispru-
dencia y doctrina que constituye 50ft law. Existen varios instru-
mentos internacionales importantes en materia de protección 
33, VIDAL RAMOS, Roger, "Arbitraje Ambiental en Perú", Lima: Ratio Juris, p. 8. 
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ambiental, los cuales han servidos, sobre todo para inspirar a las 
legislaciones locales a adoptar sus principios. Entre ellos pode-
mos nombrar a convenciones no vinculantes como la Convención 
de Estocolmo de 1972, la Convención de Río de Janeiro de 1992. 

Por otro lado hay otras como el Protocolo de Montreal sobre 
la capa de ozono y el de Kioto sobre el cambio climático. Final-
mente, hay un grupo específico de normas sobre resolución de 
conflictos con tintes ambientales como el Protocolo para Resolu-
ción de Controversias sobre la Convención de Viena sobre Res-
ponsabilidad por Daños Nucleares. 

Sin perjuicio de lo anterior, han existido importantes esfuer-
zos para la creación de un centro internacional de arbitraje, espe-
cializado en disputas ambientales. De manera particular, la 
creación de la Corte Internacional de Arbitraje y Conciliación Am-
biental, en México en Noviembre de 1994. Esta corte fue creada 
específicamente para tratar temas ambientales, como su nombre 
lo indica, por 28 juristas de 22 países34• Sin embargo, esta Corte 
no cuenta con un sistema efectivo de ejecución de laudos por lo 
que ha quedado relegada a la emisión de opiniones consultivas. 

Otras cortes han tratado disputas ambientales en la esfera in-
ternacional. Por ejemplo, la Corte Internacional de Justicia (CIJ), 
en 1974, resolvió el caso Australia-Nueva Zelanda v. Francia por 
pruebas nucleares. Así mismo, la CI] resolvió en 1997 el llamado 
caso Gabcikovo-Nagtj111arOS, entre Hungría y Eslovaquia, por la 
construcción de esclusas en el Río Danubio; y en 2006 resolvió el 
caso "Papeleras" entre Argentina y Uruguay por contaminación 
en el río Uruguay. 

Vale decir que existen otros casos ambientales resueltos por 
cortes internacionales, tales como el propuesto por Ecuador ante 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos en razón de la 
fumigación de cultivos de coca en la frontera colombo-ecuato-
riana35• 

34 . ECElZAOt\RRENt\, Javier. "Corte Internacional de Arbitraje y Conciliación Ambienta!" . Eusko Ikas-
kuntza. 
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Sin perjuicio de lo anterior, es relevante señalar que en la 
Corte Permanente de Arbitraje (PCA) tiene, desde el año 2001 la 
denominadas "Reglas Medioambientales Opcionales"36. Las re-
feridas reglas fueron redactadas por un comité de expertos en de-
recho ambiental y arbitraje, tomando como base las normas 
UNCITRAL para arbitraje comercial, siendo aplicables a contro-
versias que involucren Estados. Estas reglas, como su nombre lo 
indica, son opcionales y para ser aplicables, es decir, para entrar 
dentro de la jurisdicción de la PCA deben ser aceptadas expresa-
mente por las partes involucradas en el conflicto, sin embargo, 
una vez aceptadas, constituyen un wlliver a la jurisdicción sobe-
rana de los Estados37. 

2.3 Arbitraje Ambiental en Materia de Inversiones 

En la actualidad existen aproximadamente 2700 tratados bi-
laterales de inversión (TBls) alrededor del mundo38, además de 
algunos tratados multilaterales. Unos 140 países forman parte por 
lo menos de uno de estos tratados. La gran mayoría de TBls fue-
ron negociados y firmados en la década de 1990.39 Los TBls esta-
blecen varios estándares de protección de la inversión como son: 
el trato justo y equitativo, la no expropiación sin compensación, 
el trato nacional, la no discriminación entre otros"'. 

35. Anr.D. Sheila "Cortes internacionales pam el medio ambicntc" Programa Regional de Capad/ael,;tt 
et) Den!Clto y PoliticOJ Ambiemoles. pp. 144. 145 Y 146. 

36. Ver: Optional Rules for Arbitrotion ofDisputcs Rclaling lo thc [nvironmenl andlor Natuml Resourees, 
disponibles en www.pca·cpa.org 

37. Ver Articulo 2 de las Reglas Medioambientales Opcionales. Eltexlo original en inglés reza: 
2. Agreerncnt by a party lo arbitrotion under these Rules constitutcs a waivcr of any right of sovcreign 
immunity frornjurisdktion, in rcspeet ofthe dispute in question, lo which such party might olhcrwise 
be entitlcd. A waiver ofimrnunity relating lO Ihe cxeculion of an arbltrol award must be explicitly ex-
pressed. 

38. SUÁREZ, Ignacio. "Particularidades del Acceso al Arbitraje Internacional en los Tratados Bilaterales 
de Inversión suscritos por la Republica del Ecuador". RC\'iJ/a Ecuatorial/a deArhilraje. Quito: Cevallos 
Editorn Juridica, 2010, p. 63. 

39. BOu:r1N Numero 49 de la Red Oilwaleh. Sepliembre 2004 
40. SOIRWU, Chrisloph. " Fair 3M Equilt!.ble Tn:almcnl (FE1} 'nlenlelion with othcr SI.moonls", Trolu· 

nalitmllJ Difpll/C Mal/agcmcnl. Vol. 4 Num 5, scpliembn: 2007, pp. I Y 2, 
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Lo interesante de los TBls es que establecen cláusulas de so-
lución de controversias bajo el tratado y por ende bajo el derecho 
internacional. Estos estándares y cláusulas de solución de dispu-
tas protegen a la inversión·!. El término inversión ha sido discu-
tido largamente por lo tribunales y se ha basado en el lenguaje 
de cada tratado, pero la casuística y la doctrina han llegado al 
consenso de que los contratos son un tipo de inversión. Como 
ejemplo podemos citar la definición del Acuerdo para la Promo-
ción y Protección Recíproca de Inversión entre la República de 
Ecuador y El Reino de España que dice: 

"Art. 1.- Deftniciones.- A los efectos del presente Acuerdo: 
2.- Por "inversiones" se designa todo tipo de haberes, tales como 
bienes y derechos de toda naturaleza, adquiridos de awerdo con la 
legislación del país receptor de la inversión y en partiwlar, aunque 
no exclusivamente, los siguientes: 
- Derechos para realizar actividades económicas y comerciales otor-
gados por la Ley o en virtud de un contrato, en partiwlar los rela-
cionados con la prospección, wltivo, extracción o explotación de 
rewrsos naturales". 

En este llÚsmo sentido el Convenio entre el Gobierno de la 
República de Ecuador y el Gobierno de la República de Italia, 
sobre Promoción y Protección de Inversiones también incluye los 
derechos contractuales dentro de la definición de inversión: 

Art. 1.- Definiciones: Para los fines del presente convenio: 
1. El término "inversión" será interpretado en e/ sentido de cual-
quier tipo de bien invertido, antes o después de la entrada en vigor 
de este cOlIVenio, por una persona natural o jurídica de una de las 
Partes Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratante, de 
conformidad con las leyes y reglamentos de dicha Parte, indepen-
dientemente de la forma legal escogida o de/marco legal respectivo. 

41. Blsllor, Doak, James CRAWFORD y Michad REISMAN. Fon:iglllm'cslmem Displlles. La Haya: KluweT 
Law, 2005. p. 9: An investment generally h:1S certain distin!,'Uishing characteristics. First, it hus a cerUlin 
temporal duralion. It docs nol involve a single sale. Second, Ihe comrnilment by Ihe inveslor (usually 
monctary) is substantial. Third, there is 4In expectation or profit. Forth. therc is an undcrtaking or risk 
by the investor. and sometirncs by lhe host govcmrnent as well. Anothcr (rcqucnt charncterislic is the 
eontribulion of lile ¡nvestment lo the dcvelopment of the stale, by building or enhllncing i15 infrastrue. 
lure or its economy. 
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Silllimitar la gelleralidad de lo allterior, el térmillo "inversiólI" ill-
cluye ell particrtlar, pero no exclusivamente: 
e) Cualquier derecho ecollómico al que tellga deree/1O por ley o bajo 
cOlltrato y crtalquier licencia y franquicia acordada de conformidad 
con las disposiciones vigentes sobre actividades económicas, inclu-
yendo el derecho de exploración, extracción y explotación de recursos 
natumles; y 

Partiendo de que los derechos contractuales son una inver-
sión, estos están protegidos por todos los estándares de trato del 
TBI. De tal forma que, una violación contractual puede ascender 
a, dependiendo de las circunstancias, violaciones de trato justo y 
equitativo, expropiación, discriminación, protección plena y se-
guridad. Entonces, el tribunal internacional será el llamado a de-
terminar si la violación del contrato importó una violación de 
algunos de los estándares de trato. 

Es bajo esta esfera de protección del TBI que pueden surgir 
disputas ambientales en materia de inversión. Como habíamos 
mencionado, muchos contratos contienen obligaciones ambien-
tales y por ende la violación de dichas obligaciones pueden con-
llevar a la violación del contrato. 

Sin embargo, los TBls son instrumentos internacionales sus-
critos por Estados que benefician a los inversionistas, por lo tanto 
el Estado no puede acudir a dichos tribunales como demandante 
ya que en el tratado, en sí, no existe consentimiento por parte del 
inversionista. Entonces, en este caso, la jurisdicción del tribunal 
dependerá de la cláusula de solución de controversias pactada en 
el contrato administrativo. Sin embargo, existe la posibilidad de 
que el estado presente reclamos ambientales contractuales, en 
contra del inversionista, como contrademanda en un proceso ini-
ciado por dicho inversionista en un reclamo de inversión. 

La posibilidad o no de una disputa de naturaleza ambiental 
en las esferas del derecho internacional de las inversiones depen-
derá del lenguaje del tratado y de las esferas de protección del 
mismo. Este lúnite impuesto por el lenguaje se ha manifestado en 
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un sinnúmero de ocasiones y en referencia a diferentes estándares 
y cláusulas de los tratadosY 

En conclusión, el arbitraje en derecho internacional del las in-
versiones es una posibilidad para someter disputas ambientales 
al conocimiento de tribunales arbitrales, cuyos laudos podrán 
ayudar a dilucidar cuestionamientos en la materia que han sur-
gido en el derecho local, a modo de 50ft IlIw. 

3. CONSIDERACIONES FINALES 

Coincidimos con VIDAL RAMOS en que el arbitraje constituye 
una posibilidad respecto de la solución de disputas ambientales. 

Los sistemas jurídicos estudiados ya reconocen y permiten el 
arbitraje de disputas ambientales de carácter patrimonial (por ser 
transigibles). Sin embargo, debemos reconocer que no son pocos 
los factores relativos al arbitraje ambiental que se resisten a ad-
mitir más de una conciliación de posturas, particularmente 
cuando concurran cuestiones de orden público. 

Para que el arbitraje ambiental constituya un sistema claro, 
con menos zonas grises, será necesario que las normas -o la ju-
risprudencia- resuelvan las interrogantes que existen entorno a 
las disputas ambientales que no tienen un legitimario pasivo de-
terminado, es decir, cuando se deban tutelar derechos difusos. 

Los sistemas arbitrales deberán evolucionar para permitir, 
como en el caso norteamericano, arbitraje ambiental administra-
tivo, con normas procesales claras en donde el Tribunal Arbitral 
es un órgano altamente especializado y en donde las legitimación 
activa recae sobre un ente de gobierno determinado, logrando 
que el laudo sea exigible y oponible a terceros, lo que genera se-

42. CREMADES, Bcrnardo. "Disputes Arisinc Out of forcicn Dircct Invcstment in Latin America: A Ncw 
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guridad jurídica al no perderse el efecto de cosa juzgada que tanto 
importa al arbitraje. 

Respecto del arbitraje ambiental en controversias internacio-
nales contractuales cabe decir que existen importantes esfuerzos 
para someter tales disputas a tribunales especializados, mediante 
la creación de reglas y centros entendidos en la materia. Sin em-
bargo, en materia de inversión, donde la jurisdicción deriva de 
un tratado y no de un contrato, serán los tribunales quienes cons-
truyan y determinen a través del case law, la procedencia y forma 
de aplicación del arbitraje ambiental en el espectro internacional. 
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